Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 26 minutos) 


Pedimos disculpas a los representantes de la Asociación de Funcionarios de la Dirección Nacional de Transporte por la demora en 
comenzar esta reunión a la vez que les debemos expresar que a la hora 15 está citada la Asamblea General. Esta situación no 
estaba prevista por los señores Senadores cuando coordinamos las citaciones y, dado que también está fijado recibir a una 
delegación de la Intergremial Marítima y Portuaria, pedimos que sean lo más breves posible. 


SEÑOR SILVA.- Agradecemos a los señores Senadores por habernos recibido y manifestamos que nuestra visita en el día de hoy 
es para reiterar lo que, en su oportunidad, habíamos expresado con respecto a la creación, en la Ley de Presupuesto, del órgano 
de control del transporte de cargas, que obtuvo su marco jurídico a través -si no me equivoco- del Decreto N* 349 de 2001. En ese 
sentido, tenemos la copia de la versión taquigráfica de esta Comisión donde hicimos la denuncia respectiva. Por lo tanto, en el día 
de hoy queremos profundizar un poco más lo que denunciamos en aquella reunión ya que la situación se ha agudizado y puede 
terminar en una tragedia -creo que esa es la palabra adecuada- más allá de que, desde el punto de vista sindical, se ha atentado 
contra el derecho a la agremiación y se ha perdido el respeto a los fueros sindicales. De una u otra forma, se nos ha perseguido - 
pienso que este es el vocablo correcto- por tener una posición contraria a esto, que atenta contra el rol que debe cumplir el Estado 
en cuanto a brindar garantías a todos los administrados. 


Rápidamente voy a definir qué se entiende por órgano de control. Esta es una estructura en la cual participa el Estado, a través de 
los Ministerios de Economía y Finanzas y de Transporte y Obras Públicas, y un privado. Este último no representa a la totalidad de 
los transportistas de carga a nivel nacional -es más, en la actualidad no llega a representar al veinte por ciento- y creemos que es 
necesario hacer notar lo peligroso que es que un privado se autocontrole. 


En principio, los argumentos esgrimidos para la creación de este organismo fueron la transparencia, la cristalinidad y el combate a 
la informalidad y a la corrupción. En este punto es necesario detenerse para hacer la siguiente apreciación. La informalidad por la 
cual se creó el organismo aumentó desde el 25% que había en los años 1999-2000 a un 70% o más en la actualidad. En cuanto a 
la transparencia, la cristalinidad, la eficiencia y la eficacia, este organismo se ha munido de la vieja estructura de la Dirección 
Nacional de Transporte y lo que se criticó como corrupto es lo que está trabajando actualmente con el órgano de control. Eso nos 
llama poderosamente la atención. 


Dentro de los planteos que se hacen, se nos acusa -voy a dejar a los señores Senadores una copia de una publicación que hace el 
órgano de control en contra de nosotros, que demuestra una clara persecución antisindical porque se nos amenaza- de apoyar a 
aquellos informales de siempre. Nosotros entendemos -y lo hemos manifestado en asambleas que mantuvimos con transportistas 
de carga no adheridos a este sistema- que los transportistas deben tributar, porque las rutas nacionales son de uso de ellos, es 
donde trabajan y, si no tributan, obviamente, no van a poder trabajar. Pero se trata de poner en práctica el enunciado de que aporte 
más el que tiene más. 


Fundamentalmente, se trata de enmarcar las situaciones que se están dando. Ahora comienza la zafra de arroz y la Intergremial, 
que está representando a los privados dentro de este organismo, no va a poder cubrirla. A los trabajadores que quieren trabajar no 
se les va a permitir hacerlo. En la Asamblea los camioneros nos han manifestado que a ellos no les van a impedir trabajar y 
nosotros, en cierta forma, hemos aquietado las aguas. Personalmente, como padre de familia, es obvio que voy a tener un 
enfrentamiento con aquellas personas que pretendan impedir que les lleve el pan a mis hijos. Hemos hablado en todos los ámbitos 
correspondientes, inclusive éste, pero hasta ahora la cosa ha seguido para peor. 


Los planes que se plantean a los posibles o futuros aspirantes a este registro u órgano de control son impagables. Lo que se 
propone aportar al Banco de Previsión Social es imposible de pagar; la facturación que se exige es imposible de llevar adelante. Un 
camionero que no sabe si mañana va a tener trabajo no puede declarar una facturación de un 30% o un 50% para los próximos 
trabajos que pueda o no realizar. Dentro de todo esto, juegan las grandes empresas que manipulan y no respetan la paramétrica 
que estipula el Ministerio de Transporte y Obras Públicas. Este determina parámetros dentro de los cuales se deben cobrar los 
fletes, pero nadie los respeta, precisamente, porque a los mal llamados "ilegales" se les dice que no están registrados y, como son 
ilegales, si quieren 10, se les va a pagar 2 y, si no les gusta, mala suerte. 


Ante esta situación y la coyuntura económica del país, solicitamos esta entrevista porque vemos que esto va de mal en peor y los 
mal llamados "informales" cada vez son más. 


SEÑOR ACOSTA.- Lo nuevo que existe y que nosotros pudimos comprobar luego de haber conversado con los camioneros de 
todo el país, es que hay diferencias entre los distintos sectores de camioneros. Es importante y desde el primer momento 
manifestamos que nosotros no estamos contra un órgano de control sino en contra de éste, porque no tiene en cuenta las diversas 
características de los transportistas de carga. 


No es lo mismo la situación de la empresa de transporte que trabaja entre el Puerto de Montevideo y la Zona Franca de la capital, 
que tiene asegurado su flete y puede exigir una determinada tarifa -porque cuando el barco llega a puerto, cada segundo que pasa 
es una pérdida y, por lo tanto, se tienen que aceptar determinadas condiciones- que la realidad de aquel camionero que se quedó 
sin trabajo en una fábrica o en una chacra, perdió su chacra o su quinta y, con lo que obtuvo, compró este medio de transporte y, 
con él, lleva arena o pedregullo o hace fletes para los vecinos, pues depende mucho de lo que pueda obtener diariamente. 
Consideramos que ese transportista también tiene derecho a trabajar. A su vez, no es lo mismo el transportista que trabaja con la 
zafra de arroz, trigo y caña, que realiza tareas durante dos o tres meses en el año y que, por lo tanto, no puede facturar como el 
que trabaja fundamentalmente con el Puerto de Montevideo o con el transporte internacional que, de alguna manera, tienen toda 
una cobertura económica. 


Desgraciadamente, debemos decir que en este momento ese pequeño transportista es el mayoritario y no sólo eso, sino que es el 
que le está dando vida al interior, puesto que le está dando posibilidades al changador, que vive de la changa contratándose como 
peón, ya sea para juntar leña o abono por las estancias, que luego es vendido a otros productores rurales. Cuando salimos y 
observamos esa realidad, comenzamos a conocer lo dramático de la situación. 


Además, el Legislador votó una ley y ésta es rebasada en forma increíble por un decreto. Por ejemplo, para una misma infracción 
se establece un monto de sanción distinto según el órgano que lo constate. Me refiero a que una infracción constatada por la 
Dirección Nacional de Transporte puede costar equis cantidad de Unidades Reajustables, mientras que por la misma infracción que 
es percibida por el órgano de control puede costar 50 ó 100 veces más. A modo de ejemplo, un transportista que tiene su ticket y 
que está trabajando como transportista profesional de carga, se olvida o no, puede hacer en tiempo la renovación del Permiso 
Nacional de Circulación. En un control hecho por la Dirección Nacional de Transporte, se constata la infracción y la sanción le 
cuesta 3 Unidades Reajustables; mientras tanto, la misma infracción que es constatada por el órgano de control cuesta 50 
Unidades Reajustables. Podemos señalar que las diferencias son de ese tenor. 


Además, si en un mismo viaje el transportista es encontrado en infracción por la Dirección Nacional de Transporte y el órgano de 
control, a ese pobre hombre, ¿quién lo sanciona? ¿Por qué paga la multa, por los valores de la Dirección Nacional de Transporte, 
que están establecidos en el Reglamento Nacional de Circulación Vial, o por las tarifas establecidas por el decreto que regula el 
órgano de control? 


Hace pocos días me tocó contactar en la Ruta 9, a la entrada de San Carlos, a un camionero que se agarraba la cabeza. Nos 
mostró lo que comúnmente es conocido como el Control Técnico Vehicular Obligatorio y nos decía que la fecha de vencimiento de 
ese control es a fin de año. El hombre se confundió de fecha, pues pensó que la fecha de vencimiento de las dos cosas era actual. 
Señaló que es nuevo en el ramo, que tiene ese único camión y que es una maldad que se le sancione por eso. 


Entonces, siempre está el recurso de la presentación de descargo. ¿Qué es lo que queremos demostrar con esto? Tanto nosotros 
como el Sindicato de Camioneros del Uruguay, hemos planteado desde el primer momento -y lo hemos hecho reiteradas veces- la 
necesidad de contar con una mesa de negociación donde estén representados tanto esa persona que trabaja transportando arena 
cuando le sale una changa, como aquél que trabaja en el transporte internacional -que está compitiendo en desventaja con 
respecto a los otros transportistas de los países limítrofes como, por ejemplo, Bolivia, Chile, Argentina y Uruguay- así como 
también, el transportista de zafra, que trabaja tres meses y hace lo posible por subsistir el resto del año. Pensamos que de esta 
forma se evitaría una confrontación que, lamentablemente, en algún momento se va a dar. 


Además, queremos denunciar ante esta Comisión del Senado dos elementos que nos parecen muy graves. En una Asamblea de 
funcionarios de la Dirección Nacional de Transporte se decidió apoyar solidariamente a los camioneros chicos y adoptar una 
medida que consiste en no tramitar ningún expediente que tenga que ver con el órgano de control, salvo aquel trámite que vaya en 
beneficio del usuario. ¿Por qué se llegó a esto? Porque la última Ley de Presupuesto establece que no se puede retirar 
absolutamente ninguna documentación; sin embargo, nuestros compañeros, que trabajan en el área de multa, nos informan que les 
está llegando junto con la boleta de contravención, libretas de propiedad. Con respecto a este asunto, nuestra interpretación de la 
Ley de Presupuesto es que el procedimiento no es correcto. El procedimiento válido que el órgano de contralor con sus asesores 
legales -y eso quedó claro en una Asamblea que se realizó el día de ayer- tiene a su alcance es la infracción de tránsito y no de 
transporte. Para el caso, es lo mismo. Cuando al transportista, ya sea profesional o no, se le retiene la documentación, no puede 
seguir trabajando. Por lo tanto, la medida adoptada permite seguir con el trámite hasta que a la persona se le devuelve la 
documentación. Para nosotros, la documentación es ilegalmente retenida. En este sentido, hay una cantidad de ejemplos. Trabajo 
en la División Interior y en determinado momento en una empresa de años, con cantidad de camiones y que podríamos decir que 
era un modelo porque estaba al día con sus obligaciones, tuvo que enfrentar un problema bastante importante. Entre la Aduana y la 
División de Transporte se efectuó un procedimiento que se nominó "Sistema Lucía" por el cual hay un intercambio de información. 
Por alguna razón -no se sabe si porque al momento de recibir los "sticker" estaban en el exterior, no les llegó a tiempo o hubo un 
problema con el gestor- dos camiones de esa empresa no tenían los "sticker". Entonces, por la aplicación del "Sistema Lucía" la 
Dirección Nacional de Aduanas no les da entrada, a pesar de que la empresa está al día con sus obligaciones. Ocurre lo mismo 
con la División de Transporte, debido a que el organismo antes mencionado no lo autoriza. Situaciones como ésta se van a generar 
incluso entre los transportistas profesionales. 


Entonces, hay una cantidad de temas importantes para tratar como, por ejemplo, el hecho de que los transportistas profesionales 
tengan un 50% de rebaja en la tarifa cuando van a hacer el SUPTA, porcentaje que es solventado por el resto de los transportistas, 
ya se trate de servicios para terceros o de empresas con transporte propio, como puede ser una barraca. 


Esto ha llegado a una magnitud tal, que va a generar una cantidad de problemas pero concretamente, lo que queremos plantear a 
los señores Legisladores es la urgencia de establecer una mesa de diálogo en la que estén representados los pequeños, medianos 
y grandes transportistas, el Ministerio de Transporte y Obras Públicas y el Sindicato de la Dirección Nacional de Transporte. Por lo 
que conocemos de la Dirección Nacional de Transporte, más lo que hemos ido viendo a través de la relación que hemos 
establecido con los pequeños camioneros, en este momento tenemos una cantidad de cosas para plantear -que podrán ser 
correctas o no- y que por la escasez de tiempo, no podemos analizar en profundidad ahora. De todos modos, para poner un 
ejemplo, quiero decir que es necesario lograr que toda la deuda que tienen los transportistas con el BPS y la DGI, se pague. De lo 
contrario, con este sistema, cada vez más transportistas van a pasar al mercado informal, incluso aquellos que hoy tienen 
camiones con chapa profesional, porque no van a poder hacer frente a las obligaciones que contrajeron con el BPS y con la DGI, 
para poder acceder a esa chapa. 


La denuncia concreta que quería hacer es que, además de esa nota que el órgano de control envió sin firma -todo lo que el 
sindicato saca como resolución va con la firma de todos los miembros de la Dirección, que no somos solamente los que estamos 
aquí- se nos abre una investigación administrativa por haber notificado de una medida gremial. Entendemos que, tanto esta nota, 
como la investigación administrativa que se nos hace como funcionarios -no como dirigentes del sindicato- van dirigidas a crear 
miedo dentro de los que en este momento están llevando adelante las medidas de lucha. 


Es decir que, concretamente, en lugar de tratar de encontrar caminos que lleven a una distensión del conflicto creado entre los 
funcionarios de la Dirección, los transportistas no profesionales y el órgano de control, lo que se hace es fomentar que ese 
enfrentamiento se haga mucho más duro. 


En el día de ayer se nos acusó por parte de compañeros que están escuchando al órgano de control, de estar "dando manija" con 
los transportistas que ellos llaman "ilegales". Queremos decir que los transportistas que no figuran como profesionales no son 
ilegales, porque desde el punto de vista de la Dirección Nacional de Transporte son legales, lo que significa que tienen el Permiso 
Nacional de Circulación, el control de aptitud técnica emitido por SUPTA y la patente vigentes. No están al día con el control. De 
ninguna manera estamos "dando manija", sino que hemos actuado para tratar de echar agua al fuego en este asunto, tratando de 
convencer de que hay que venir acá para que el asunto se resuelva por la vía de la derogación de los artículos que crean el órgano 
de control y para que se establezca una mesa de negociación que tenga en cuenta a todas las partes y se cree, a su vez, un nuevo 
órgano de control. 


Entendemos que tiene que existir un órgano de control compuesto por un representante de la Dirección Nacional de Transporte -en 
este caso, el Director Nacional es la persona con más conocimiento en el tema- uno de la Dirección General Impositiva, otro del 
Banco de Previsión Social y, uno de la Dirección Nacional de Aduanas, como forma de coordinar los servicios para impedir la 
evasión, que todos somos conscientes que existe. Esto debe hacerse partiendo, no de un grupo, sino de la realidad en la que se ve 
inmerso el transporte de carga a nivel de todo el país. En este momento, podemos decir que la zafra de arroz está en plena marcha 
en los departamentos de Treinta y Tres y Cerro Largo. Cabe indicar que son muchas las personas en el litoral Sur del país que 
dependen de la zafra de trigo y de la de caña de azúcar que comienza en los próximos meses. 


Debe quedar claro que el Sindicato de Camioneros del Uruguay no quiere llegar a una confrontación y enfrentamiento; es más, la 
formación de este sindicato surgió -inclusive, sus representantes así lo han manifestado a los señores Legisladores en más de una 
entrevista que mantuvieron, porque se encontraban entre la espada y la pared- como una forma de tratar de reunir a toda aquella 
persona que andaba suelta, para evitar llegar a un enfrentamiento y encontrar soluciones comunes. En este sentido, nosotros 
hemos tratado de convencerlos de que lo mejor es establecer, por ejemplo, bolsas de trabajo regionales, como una forma de 
defender la tarifa, que es otro de los problemas que ellos plantean. Como no podemos acceder a la chapa profesional, entonces, 
estamos siendo más explotados que antes. Inclusive, se nos ha llegado a plantear el caso de que en ciertos lugares se les debe el 
pago del anterior transporte de la zafra de arroz, y algún chacarero, aprovechándose de la situación de que ellos quedaron fuera 
del sistema, resulta que ahora tampoco le quieren hacer efectivo ese pago. Esto es lo que se está dando. 


Alos dirigentes sindicales se nos presiona por todos lados y nosotros no vamos a aceptar ningún tipo de presión: ni por nota ni por 
la investigación administrativa. La presión es ejercida por parte de aquellos sectores dentro de la Dirección Nacional de Transporte 
a quienes se les han hecho promesas, en el sentido de que si el órgano de control viene a esta Dirección, entonces ellos van a 
verse beneficiados con esas remuneraciones -que no sé si los señores Senadores están en conocimiento de ello- que consisten en 
un aumento de la compensación de $ 2.000, $ 3.000 y $ 5.000. De esta forma se está tratando de enfrentar a los funcionarios 
dentro de la Dirección Nacional de Transporte. En realidad, de lo que se trata es de que este órgano cumpla sus funciones 
sustantivas. Es más; si alguna prueba faltaba, lamentablemente, la tuvimos en la mañana de hoy cuando se registró un accidente 
entre el ómnibus de BUQUEBUS y el camión que transportaba leña. 


En este momento, la Dirección Nacional de Transporte no está ejerciendo sus funciones en las rutas porque carece de recursos 
para hacerlo y, además, porque los cuatro vehículos que tiene asignados, actúan para el órgano de control. 


Sabemos oficiosamente que hay un monto determinado establecido para el funcionamiento de aquello que tiene que ver con la 
prevención en el área de tránsito y que se está solicitando que sea transferido a la parte de carga, a efectos de que se pague un 
dinero que se le debe a la empresa CIEMSA, que es la que lleva a cabo el mantenimiento de las balanzas que pertenecen a la 
Dirección Nacional de Transporte. Quiere decir que por un problema de recursos, la Dirección Nacional de Transporte disminuye 
cada vez más los controles que son sustantivos, aumentando así los riesgos para el usuario y para el ciudadano. Precisamente, 
tengo un hijo que vive frente a una fábrica donde llegan camiones a cada rato; si esos vehículos que en este momento no están 
siendo controlados porque las balanzas móviles han sido dejadas fuera de circulación, de pronto tuvieran que frenar, se va a 
multiplicar por 30 ó 40 veces el tramo necesario para hacerlo. Esta una de las denuncias que queríamos hacer. Algunas de ellas ya 
las hemos hecho. 


En definitiva, solicitamos a los señores Senadores que se comuniquen con esa mesa de negociación en forma urgente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia indica que en virtud de que casi es la hora 15 debemos finalizar esta sesión porque los 
señores Senadores deben asistir a la Asamblea General. Pedimos disculpas por este imprevisto y, a la vez, les comunicamos que 
esta Comisión está a las órdenes del Sindicato para recibirlo cuando sea necesario. Incluso solicitamos que dejen la 
documentación que puedan a los Secretarios de la Comisión para que luego sea distribuida entre todos los miembros, así como 
también los números telefónicos para mantenernos en contacto y poder ampliar información referida a la propuesta o denuncias 
aquí planteadas. En tal sentido, esta Comisión hará lo posible en relación a lo aquí mencionado, por supuesto teniendo en cuenta 
que pertenece al Parlamento, aunque también se relaciona con el Ministerio de Transporte y Obras Públicas. Repito que se hará 
todo lo que esté al alcance de este Cuerpo para contribuir a resolver los problemas planteados. 


SEÑOR ACOSTA.- En el día de ayer un señor Legislador nos convocó para asistir a una reunión con la Intergremial de 
Transportistas que es la que apoya el órgano de control. Sin embargo, en conocimiento de esa nota y de la investigación 


administrativa que se nos estaba efectuando, así como en base a intentos de agresión que hemos recibido, nos negamos a 
participar en esa reunión, no porque no queramos dialogar, sino porque no vamos a aceptar ninguna negociación bajo presión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sólo resta agradecer la presencia de nuestros invitados. 
No habiendo más asuntos a considerar, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 14 y 59 minutos) 
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